INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que perfecciona normas sobre concursos de cargos de director de establecimientos educacionales del sector municipal.


BOLETÍN Nº 2.867-04


___________________________________








Honorable Senado:








	Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	A la fecha de elaboración de este informe el proyecto se encuentra sin calificación de urgencia.





	Asistieron a algunas sesiones de la Comisión el Honorable Senador señor Mario Ríos Santander y el ex Senador señor Sergio Bitar Chacra.





- - - - - -





	Es dable señalar que la Comisión discutió en general esta iniciativa legal, en atención a lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento de la Corporación.





- - - - - -








NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





	Cabe haceros presente que todos los artículos de la iniciativa en informe son normas orgánicas constitucionales.





	Lo anterior, debido a que dichos preceptos inciden en las funciones y atribuciones de las municipalidades, lo que es materia de ley orgánica constitucional al tenor de lo dispuesto en los artículos 107 y 108 de la Ley Suprema, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.








- - - - - -


�



	Concurrieron también, especialmente invitados:





	- En representación del Ejecutivo: la Ministra de Educación, señora Mariana Aylwin, y el Jefe del Departamento Jurídico, señor Luis Villarroel.





	- Por el Colegio de Profesores: el Presidente de la Orden, señor Jorge Pavez, y el Prosecretario, señor Pedro Schulak.





	- Por la Asociación Chilena de Municipalidades: la Directora Ejecutiva de la Comisión de Educación del organismo, señora Alba Maldonado, y la Directora de Educación de la comuna de Lo Barnechea, señora Luisa Saldías.





	- Por la Asociación de Directores de Establecimientos Educacionales Municipalizados: el Presidente de la organización, señor Fernando Navarro; el Vicepresidente, señor Gonzalo Videla, y los Directores, señora Ximena Ramírez y señores Pedro Barrera, Gustavo Galarce, Alfonso Gropesa, Eduardo Herrera, Enrique Le-Beuffe, Luis Navarrete, Juan Torres y Hernán Zúñiga.








- - - - - -








OBJETIVO DEL PROYECTO





	Como comenta el Mensaje, procura “perfeccionar normas sobre llamados a concurso” de directores de establecimientos educacionales del sector municipal y de jefes de los departamentos de administración de educación municipal, mediante la eliminación de las diferencias que existen, en la actualidad, entre aquellos que se encontraban en  funciones  con nombramiento antes de la entrada en vigencia de la ley Nº 19.410, y aquellos con nombramientos de fecha posterior; en relación con las disposiciones que regulan los concursos en uno y otro caso.








ANTECEDENTES





1.- Mensaje del Ejecutivo





	Al fundar la presente iniciativa legal, el Supremo Gobierno explica que una vez que tomó conocimiento de la Moción presentada en relación con este asunto por el Honorable Senador señor Muñoz Barra y el ex Senador señor Sergio Bitar, consideró de toda conveniencia hacer suyas las ideas en ella contenidas con las adecuaciones que estimó pertinentes.





	Destaca, enseguida, el rol que corresponde cumplir dentro del sistema educacional a los directores de los establecimientos de enseñanza, en tanto primeros responsables de la gestión de la unidad educativa y del aprendizaje de los alumnos, y el efecto que su gestión tiene en el mejoramiento de la calidad de la educación. En razón de lo anterior, agrega, se requiere facilitar el acceso a este cargo de personas idóneas y con capacidades directivas.





	El Ejecutivo recuerda que las normas aplicables en materia de concursos distinguen entre aquellos profesionales que ejercían el cargo de director al 2 de septiembre de 1995, fecha de publicación de la ley �N° 19.410, y los que deben concursar para acceder a dicha investidura. En el primer caso, la duración del cargo no está sometida a plazo; en el segundo, quienes resultan elegidos duran cinco años en su ejercicio.





	Por otra parte, tratándose de nombramientos anteriores a la ley Nº 19.410, sólo podría convocarse a concursos para renovar cargos de director o de jefe de departamento de administración de educación municipal, cuando la persona que ejerce tales funciones ha sido mal calificada y, además, ha sido oído el Concejo Municipal. La situación descrita, argumenta el Mensaje, torna impracticable remover a los profesionales en cuyos establecimientos no se han obtenido los resultados de aprendizaje esperados.





	En ese entendido, el proyecto persigue poner fin a la desigualdad comentada, para lo cual dispone la concursabilidad de todos los cargos que se analizan según un criterio de gradualidad, esto es, siguiendo el cronograma que consigna al efecto.








2.- Legales





	a) La Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.





	b) La ley Nº 19.070, que fija el Estatuto de la Profesión Docente, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996.





	c) La ley Nº 19.410, que modificó el Estatuto de la Profesión Docente y la Ley de Subvenciones.





	d) El decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autorizó la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico-profesional de carácter fiscal a instituciones del sector público y personas jurídicas que no persigan fines de lucro y cuyo objetivo tenga relación directa con los propósitos perseguidos con la creación del respectivo establecimiento educacional.





	e) La ley Nº 18.883, que aprobó el Estatuto de los Funcionarios Municipales.





3.- Estructura del proyecto





	La iniciativa consta de tres artículos, que a continuación se describen brevemente.





	El artículo 1º hace aplicables a todos los directores de los establecimientos educacionales del sector municipal lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Educación, de 1996. Además, hace aplicable a todos los Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal lo prescrito en el artículo 34 de dicho decreto con fuerza de ley.





	El artículo 2º fija un sistema gradual para las convocatorias a concursos que deban hacerse en el caso de los cargos servidos por directores y jefes de departamentos de administración de educación municipal con nombramientos anteriores a la ley Nº 19.410.





	Agrega que los directores y jefes de departamento que no concursen o que no sean elegidos para un nuevo desempeño de cinco años, cesarán en sus cargos al inicio del año escolar siguiente a la fecha del concurso.





	El artículo 3º deroga los artículos 1º transitorio de la ley Nº 19.410 y 23 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Educación, de 1996.





- - - - - -





DISCUSIÓN GENERAL





	Al comenzar esta discusión vuestra Comisión escuchó la exposición de la señora Ministra de Educación.





	La Secretaria de Estado comenzó su intervención señalando que la iniciativa debería constituirse en la primera acción de una política general relativa a la profesionalización de los directores, que incluye el perfeccionamiento de las normas que rigen los concursos, la determinación de estándares de funcionamiento y de evaluación de desempeño, mayores atribuciones en el ejercicio de las funciones e incremento de la asignación de responsabilidad.


�



	La representante del Gobierno enfatizó que el asunto no implica la remoción de todos los directores, muchos de los cuales, afirmó, han acumulado una relevante experiencia en el ejercicio del cargo. La cuestión esencial a debatir, agregó, consiste en definir estrategias e instrumentos que faciliten a los sostenedores municipales propender al mejoramiento de la calidad de la educación en sus comunas. Lo anterior, dijo, cobra especial significación en el caso de aquellos establecimientos educacionales cuyos directores exhiben un desempeño deficiente.





	En ese entendido, prosiguió, un aspecto prioritario de la reforma educacional estaría dado por la necesidad de fortalecer la gestión escolar con el propósito de alcanzar resultados de calidad. Se trata de articular un conjunto de medidas que no sólo fomenten el desarrollo de cada comunidad escolar, como las principales responsables de ampliar el horizonte de sus propios logros educativos, sino también de estimular positivamente a los directores de los establecimientos para que asuman un rol de liderazgo y consoliden un modelo de gestión que esté en función del mejoramiento del proceso de enseñanza y aprendizaje; así como de consagrar mecanismos que permitan a los propios establecimientos evaluar la calidad de su trabajo y orientar sus líneas de acción.





	En esa materia, destacó, el país avanza paulatinamente hacia un sistema que conjuga estándares en educación y parámetros de evaluación que permitirán apreciar cuánto falta para concretar las metas propuestas, lo cual supone ocuparse primeramente de la formación de los estudiantes de pedagogía, del desempeño de los profesores de aula y de la gestión de los establecimientos educacionales.





	A juicio de la señora Ministra, el proyecto propende a fortalecer el liderazgo directivo mediante el término de la inamovilidad de directores y jefes de departamentos de educación municipal nombrados antes de 1996, aunque esta idea se debe armonizar con otros aspectos, tales como: los procesos de selección de personal; la formación y capacitación de estos profesionales; los criterios de evaluación del desempeño, y la fijación de incentivos.





	Al concluir, sostuvo que la tarea de quienes están encargados de conducir instituciones escolares requiere capacidades que les permitan actuar como animadores pedagógicos, mediadores, motivadores, comunicadores y gestores de medios y recursos. En ese sentido, comentó, se trata de personas que tienen la responsabilidad de encausar el mejoramiento continuo de su institución.





	Al hacer uso de la palabra, el Presidente del Colegio de Profesores destacó la necesidad de deslindar responsabilidades cuando se trata de identificar las causas de las dificultades que han existido en la implementación de la llamada Reforma Educacional. En tal sentido, dijo, sería inconveniente, sin un detenido análisis del asunto, imputar dicha responsabilidad a los directores y al personal docente de los establecimientos de educación del país.





	Como dirigente nacional del gremio, explicó, le asiste la obligación de cautelar los derechos de sus representados, independientemente de las particulares convicciones políticas que los motiven en cuanto ciudadanos, cuando, en opinión del magisterio, las decisiones de la autoridad lesionan sus derechos.





	Por lo mismo, argumentó, con el objeto de precaver la arbitrariedad, la alternativa legal que en definitiva prospere debe fundarse en una evaluación de los hechos que objetivamente configuran el quehacer profesional de los profesores que ejercen actividades �docente-directivas o se desempeñan como sostenedores. Lo anterior, añadió, supone la existencia de un Proyecto Educativo que involucre a la comunidad escolar de cada establecimiento, a partir del cual se pueda llevar a cabo una apreciación técnica de los logros alcanzados o de la falta de cumplimiento de las metas propuestas. En el proceso de enseñanza y aprendizaje los actores se desenvuelven en una lógica distributiva, donde se advierten responsabilidades compartidas.





	Si como resultado de la evaluación se detectan deficiencias, éstas deberían corregirse con el aporte de toda la comunidad escolar, pero concediéndole al director la oportunidad de materializar el nuevo Proyecto Educativo, o de ubicarlo en otro establecimiento de la comuna en una función directiva diferente, conservando su renta, aunque no la asignación que percibía como director responsable del establecimiento. Podrían plantearse también como opciones, la participación del docente en cursos de perfeccionamiento o de capacitación profesional.





	Enseguida, extrañó al personero que el proyecto no contemple medidas que permitan mitigar el efecto negativo que desde el punto de vista social, laboral y previsional generará, a su juicio, a los afectados. Así, agregó, si bien la iniciativa regula el término de funciones de los directores que no resulten favorecidos en los concursos, no establece normas que garanticen al docente el derecho a una jubilación proporcional a los años trabajados y a la indemnización correspondiente.





	Por último, aludió a la necesidad de dictar una reglamentación sobre los concursos, de aplicación general en todas las comunas (para uniformar los requisitos de postulación al cargo y los criterios de selección), y de estructurar un plan de retiro basado en principios de equidad.


�



	A su turno, la Directora Ejecutiva de la Comisión de Educación de la Asociación Chilena de Municipalidades, luego de declarar que este organismo reconoce la preponderancia que tiene para el sistema la labor de los directores de establecimientos en la materialización de los proyectos educativos y en el mejoramiento de los procesos de enseñanza y aprendizaje, hizo los siguientes alcances:





	- Que si bien debe corregirse la desigualdad que se observa actualmente en los regímenes de acceso y permanencia en la gestión docente-directiva, se estima que la sola equiparación no sirve para mejorar las condiciones en que se desenvuelve dicha actividad.





	Al efecto, la Asociación propone ocuparse en particular de los mecanismos destinados a evaluar la trayectoria profesional de los docentes, así como de los factores que deberán ponderarse para la calificación final de los concursantes. Uno de esos elementos podría estar dado por la cantidad de horas de perfeccionamiento.





	- Que cabría revisar el plazo de cinco años de duración en el cargo que se propone, pues, por una parte, interrumpe innecesariamente la continuidad de directivos altamente eficientes y exitosos en el cumplimiento de sus cometidos y, por otra, alarga indebidamente la permanencia de aquellos que muestran un mal desempeño, con perniciosas consecuencias para la respectiva comunidad escolar.





	Sobre el punto, sugirió establecer evaluaciones periódicas, o al menos dos durante el tiempo de permanencia del director en su cargo, que ilustren acerca de la conveniencia o inconveniencia de que complete su mandato. De esta manera, el director eficiente quedaría eximido de someter su cargo a concurso, y aquel que tenga un desempeño deficiente cesaría en sus funciones antes de que venza el plazo de cinco años.





	- Que sería oportuno profundizar las medidas que permitan conformar equipos de trabajo docente y cuerpos dirigentes bien integrados.





	Posteriormente, la representante edilicia propuso contemplar en beneficio de los directores que no postulen a concurso y de los que habiendo concursado no hayan sido favorecidos, la posibilidad de retirarse del sistema con derecho a una indemnización por años de servicio, o el derecho a ejercer una función educacional diversa dentro de alguno de los establecimientos dependientes del mismo municipio.


�



	Por su parte, el Presidente de la Asociación Nacional de Directores de Establecimientos Educacionales Municipalizados, luego de abogar por la necesidad de que un proyecto de esta naturaleza se funde en antecedentes objetivos, rechazó el planteamiento según el cual la deficiente calidad de la educación chilena se debería, entre otros factores, a la circunstancia de que el 80% de los directores no habría concursado para ejercer el cargo, y de que el 65% de los mismos tendrían carácter de inamovibles.





	En ese orden de ideas, el personero argumentó que cabría precisar, entonces, cuál es la cuota de responsabilidad que correspondería en la generación del problema a los directores que han accedido al cargo por concurso y en qué porcentaje sería imputable a las autoridades del Ministerio del ramo, en la medida que no habrían dictado los reglamentos que permitan aplicar un sistema imparcial de evaluación de desempeño. Asimismo, dijo, para obtener conclusiones válidas, el análisis debería considerar a los sostenedores y a los profesores de aula.





	En lo que concierne a la tesis que afirma el presunto carácter “inamovible” o “vitalicio” de los directores que ejercían funciones antes de la ley Nº 19.410, recordó que el legislador contempló causales que autorizan el término del contrato laboral de un directivo por falta de probidad, conducta inmoral, incumplimiento grave de sus obligaciones o haber sido evaluado dos años consecutivos en lista de demérito. Por tanto, puntualizó, si han existido dificultades para colocar fin al contrato de determinados directores, la causa debería buscarse en los procedimientos administrativos que rigen la vida municipal y en la voluntad de los alcaldes para ejercer sus atribuciones.





	En todo caso, reconoció que diversas municipalidades, de correcta gestión edilicia, han convocado periódicamente a concursos públicos para proveer los cargos vacantes de directores, sin necesidad de esperar una autorización o la conformidad del Ministerio de Educación para proceder en tal sentido. A vía de ejemplo, citó al municipio de Viña del Mar que efectuó llamados a concursos en los años 1983, 1988, 1993 y 1997.





	Sostuvo que la Asociación es partidaria de elaborar un relevante plan de capacitación y perfeccionamiento dirigido a los directores, con apoyo ministerial, lo que permitiría sentar las bases para introducir cambios, innovar y elevar la calidad de la educación. Sin embargo, indicó, paralelamente debería colocarse en aplicación un sistema de evaluación objetivo que analice el desempeño profesional del director, como lo aconsejan los principios básicos de administración, que evite la arbitrariedad de la autoridad pública al momento de decidir la remoción de quienes ejercen, hoy, funciones directivas en el ámbito educacional.





	A continuación, el personero se refirió a un estudio realizado por especialistas del Banco Mundial sobre la calidad de la educación chilena, que se basa en los resultados del SIMCE del año 1996, según datos proporcionados por el Ministerio. Explicó que dicha investigación concluye que la enseñanza municipalizada tendría mayor efectividad en el caso de los alumnos pertenecientes a familias de escasos recursos, frente a los logros que se advierten en los establecimientos particulares subvencionados. Lo anterior, dijo, demostraría el buen desempeño que, en general, tendrían los directores de los establecimientos municipalizados.





	Sobre este aspecto, insistió en que si bien quienes no rinden de acuerdo a los parámetros exigidos deberían dejar el sistema, la sola concursabilidad no asegura la materialización de los cambios esperados. En tal sentido, agregó, la Asociación que representa no se opone a la concursabilidad como instrumento administrativo para proveer cargos vacantes generados como consecuencia de una evaluación objetiva de la gestión directiva, que arroje como resultado que las falencias en la materia ameritan un reemplazo. Por lo mismo, consideró injustificado que, sin mediar dicha evaluación, los directores deban terminar su gestión al cabo de cinco años por la circunstancia de haber finalizado su mandato, aunque su labor sea destacada.





	En otro orden de ideas, señaló que para el éxito de la reforma educacional se necesitaría, además, revisar las atribuciones con que cuentan actualmente los directores para llevar a cabo su gestión. 





	Así, dijo, se les deberían entregar facultades para intervenir en la selección del personal del establecimiento y determinar las adecuaciones que permitan mejorar el funcionamiento interno. En su opinión, un servicio educacional de calidad requiere la capacidad para conformar equipos profesionales y administrativos comprometidos con el logro de metas exigentes. De igual manera, estimó urgente dotar a los directores de facultades financieras, sin las cuales la gestión del establecimiento se ve mermada.





	La propuesta, agregó, se encamina al equilibrio entre las responsabilidades asignadas y las atribuciones de que disponen quienes ejercen funciones directivas. La carencia de estas herramientas de administración, comentó, dificulta el cumplimiento de la tarea.





	Concluyó defendiendo la conveniencia de distinguir entre la actividad de los directores de establecimientos y la de los jefes de departamentos de administración de educación municipal, en la medida que se trataría de funciones enteramente diversas que no serían susceptibles de asimilación.





	Finalmente, el Honorable Senador señor Ríos, manifestó que la idea original consagrada en nuestra Constitución, respecto del derecho a la educación, se basaba en la participación de la familia, la escuela y la sociedad en cuanto responsables de la formación de las personas. En este contexto, precisó, el artículo 19 Nº 10º, inciso final, de la Carta Fundamental, dispone que es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.





	Expresó que, como consecuencia de lo anterior y sin perjuicio del curriculum común, cada comuna del país puede dar preeminencia a ciertas materias, conformándose una suerte de personalidad comunal clara y definida.





	Lamentablemente, añadió, dicha idea matriz de descentralización de la educación se ha desdibujado con los años, producto de una orientación centralista, representada en normas como las del Estatuto Docente. Por ello, agregó, más que proponer soluciones legislativas como la que está en estudio, debe propenderse al establecimiento de una responsabilidad permanente por medio de una calificación anual al desempeño de los directores.





- - - - - -





	Durante la discusión general del proyecto de ley, el Honorable Senador señor Boeninger expresó su voluntad favorable respecto del mismo, ya que iguala la situación de los directores en todo el país, permitiendo, además, que su autoridad sea legitimada ante los profesores y los apoderados, por medio de la concursabilidad que se contempla.





	Agregó que, si bien puede discutirse el plazo de cinco años al cabo de los cuales los directores deben concursar nuevamente, cabe tener presente que una labor como la que realizan difícilmente puede ser evaluada anualmente, como ocurre en otras actividades.





	Indicó que la mejora de los niveles educativos debe ser abordada como un proceso continuo, comprensivo de todos los actores, por lo que la iniciativa en estudio representa un paso en esa dirección.





	Por su parte,  el  Honorable  Senador  señor Muñoz Barra, señaló que con esta iniciativa no se busca cuestionar la calidad de los directores en ejercicio, ni menos insinuar que los problemas en la educación chilena se deban a los directores de los respectivos establecimientos.


�



	Por el contrario, agregó, este proyecto sólo pretende consagrar la necesaria paridad entre todos los directores en actual ejercicio, toda vez que una gran parte de los mismos no están sujetos a plazo en sus cargos, a diferencia de otros que deben concursar cada cinco años.





	Añadió que, por otra parte, los directores son los líderes en materia docente, ya que son ellos los que convocan a los consejos de profesores para evaluar los lineamientos a seguir en los colegios, planificar la labor educativa, analizar los programas, desarrollar las unidades educacionales, etc.; lo que justifica que sus designaciones estén sujetas a plazo y concursabilidad periódica.





	Por estas razones, manifestó que se pronunciará favorablemente a la aprobación general de este proyecto.





	Por  otro  lado,  el  Honorable  Senador  señor Ruiz-Esquide opinó que el proyecto es conveniente, por lo que lo aprobará en general, sin perjuicio de que su sanción no solucionará los problemas relativos a la educación en nuestro país.





	No obstante, indicó, los directores son elementos centrales tanto en el proceso educativo como en la calidad de la educación, por lo que la concursabilidad postulada en esta iniciativa constituye un avance en la mejora del sistema educativo.





	Precisó, por otra parte, que si se rechazare esta propuesta se mantendría la actual diferencia entre directores, subsistiendo diversas reglas del juego para unos y otros en materia de plazo y concursabilidad en sus cargos, lo cual es negativo.





	El Honorable Senador señor Larraín, expuso que la calidad de la educación no se vincula con el proyecto en análisis, ya que la concursabilidad de los directores no resuelve las falencias del sistema educacional de nuestro país.





	Expresó que deben buscarse soluciones más globales, de fondo, a fin de afrontar los desafíos de la educación. En este contexto, puntualizó, cabe estudiar un sistema que permita evaluar a todos los profesores y directores, otorgándole a estos últimos las atribuciones necesarias a fin de cumplir sus labores adecuadamente, tales como una mayor autonomía en sus decisiones; un eficaz sistema calificatorio y de capacitación, e incentivos adecuados.


�



	Recordó que, en la actualidad, los directores de establecimientos no participan en las principales decisiones de política educativa, por lo que es injusto que se les adjudiquen las falencias en la marcha del sistema. Añadió que la responsabilidad de estructurar un adecuado sistema de evaluación y calificación es del Gobierno, y no de los directores.





	Manifestó que con la iniciativa en discusión, no se soluciona el problema de fondo y la situación se mantiene igual, por lo que votará negativamente la idea de legislar en la materia, precisando que de prosperar esta iniciativa se encuentra disponible para explorar una solución más integral, que comprenda instrumentos adecuados para que los directores cumplan su labor, lo que haría por vía de las indicaciones.





	Con todo, dejó constancia de que en el caso de los Jefes de Departamento de Administración Municipal, en las Corporaciones de Derecho Privado creadas por algunas Municipalidades, esta materia debería ser objeto de una solución diferente, en atención a que tratándose de Corporaciones regidas por otra normativa, deberían preservarse las reglas propias de su estatuto jurídico.





	Por su parte, el Honorable Senador señor Vega, indicó que los directores no son los únicos responsables de la calidad de la educación, y que es imperativo la pronta materialización de un sistema general de evaluación anual de todos los actores involucrados en el proceso educativo.





	La iniciativa en debate, añadió, puede producir efectos no deseados en la autoridad de los directores, debiendo estatuirse una calificación anual para todos: profesores y directivos.





	Por último, manifestó que la complejidad del tema, así como las inquietudes no solucionadas que se han planteado en esta discusión, lo inclinan por la abstención en la votación general de esta iniciativa.








- - - - - -








	- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la mayoría de los señores miembros de la Comisión, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Boeninger, Muñoz Barra y Ruiz-Esquide, en contra del Honorable Senador señor Larraín y la abstención del Honorable Senador señor Vega.





- - - - - -





	En mérito del acuerdo anterior, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros que aprobéis en general el proyecto de ley en informe.





- - - - - -








TEXTO DEL PROYECTO DE LEY








	En consecuencia, vuestra Comisión os sugiere la aprobación en general del siguiente








PROYECTO DE LEY:





	“Artículo 1º.- Lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, será aplicable a todos los Directores de los establecimientos educacionales del sector municipal, tal como se define en el inciso 2º del artículo 19 del mismo decreto con fuerza de ley.





	Asimismo, lo dispuesto en el artículo 34 del citado decreto con fuerza de ley, será aplicable a todos los Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal.





	Artículo 2º.- Los concursos a que se refieren los artículos 32 y 34 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, para aquellos cargos que actualmente están siendo desempeñados por Directores y Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal con nombramientos anteriores a la ley Nº 19.410, se efectuarán con la gradualidad que a continuación se indica:





	a) Durante los años 2002 y 2003, las Municipalidades y Corporaciones convocarán a concurso para renovar los cargos de aquellos Directores y Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, que los sirvan desde hace 15 años o más, contados desde la fecha de publicación de la presente ley.





	b) Durante los años 2004 y 2005, las Municipalidades y Corporaciones deberán convocar los concursos para la renovación de los cargos de Directores y Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, cuando quienes los ejercen tengan menos de 15 años en el cargo y hayan sido designados con anterioridad al 2 de septiembre de 1995.





	Los Directores y Jefes de Departamento a que se refieren las letras a) y b), precedentes, que no concursen o que habiéndolo hecho no sean elegidos en dicho concurso para un nuevo desempeño de cinco años, cesarán en sus cargos al inicio del año escolar siguiente a la fecha del concurso.





	Artículo 3º.- Deróganse los artículos 1º transitorio de la ley Nº 19.410 y 23 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, sobre Estatuto de los Profesionales de la Educación.”.





- - - - - -








	Acordado en sesiones celebradas los días 23 de enero y 6 de marzo de 2002, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Sergio Díez Urzúa, Hernán Larraín Fernández, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Ramón Vega Hidalgo; y en sesión de 8 de mayo del mismo año, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Edgardo   Boeninger   Kausel,   Hernán   Larraín   Fernández,   Mariano Ruiz-Esquide Jara y Ramón Vega Hidalgo.





	Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 2002.
































	Sergio Gamonal Contreras


	 Secretario de la Comisión
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RESEÑA





I.	BOLETÍN Nº: 2.867-04





II.	MATERIA: Proyecto de ley que perfecciona normas sobre concursos de cargos de director de establecimientos del sector municipal.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República.





IV.	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Primer trámite.





V.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 22 de enero de 2002.





VI.	TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VII.	URGENCIA: No tiene.





VIII.	LEYES QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 





	a) La Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.





	b) La ley Nº 19.070, que fija el Estatuto de la Profesión Docente, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996.





	c) La ley Nº 19.410, que modificó el Estatuto de la Profesión Docente y la Ley de Subvenciones.





	d) El decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autorizó la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico-profesional de carácter fiscal a instituciones del sector público y personas jurídicas que no persigan fines de lucro y cuyo objetivo tenga relación directa con las finalidades perseguidas con la creación del respectivo establecimiento educacional.





	e) La ley Nº 18.883, que aprobó el Estatuto de los Funcionarios Municipales.





IX.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Consta de tres artículos.


�



X.	OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO: Como comenta el Mensaje, procura “perfeccionar normas sobre llamados a concurso” de directores de establecimientos educacionales del sector municipal y de jefes de los departamentos de administración de educación municipal, mediante la eliminación de las diferencias que existen, en la actualidad, entre aquellos que se encontraban en funciones con nombramiento antes de la entrada en vigencia de la ley �Nº 19.410, y aquellos con nombramientos de fecha posterior; en relación con las disposiciones que regulan los concursos en uno y otro caso.





XI.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Todo el proyecto debe ser aprobado con quórum orgánico constitucional, debido a que sus preceptos se refieren a las funciones y atribuciones de las municipalidades, lo que es materia de ley orgánica constitucional al tenor de lo dispuesto en los artículos 107 y 108 de la Ley Suprema, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.





XII.	ACUERDOS: Se aprueba en general el proyecto por mayoría de tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger, Muñoz Barra y Ruiz-Esquide; el voto en contra del Honorable Senador señor Larraín, y la abstención del Honorable Senador señor Vega.











	Valparaíso, a 13 de mayo de 2002.











Sergio Gamonal Contreras


Secretario de la Comisión
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